Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 9 minutos) 

—Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


—PARTICIPACIONES PATRIMONIALES AL PORTADOR. Se establecen normas tendientes a 
la convergencia técnica en materia de transparencia fiscal internacional. Proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes. Carpeta N.* 878/2012. 


Precisamente, este es el tema que figura como primer punto del Orden del Día y, por ese 
motivo, han sido especialmente invitados, por el Ministerio de Economía y Finanzas, el señor Ministro, 
Fernando Lorenzo, el economistata Fernando Serra, el economistata Gabriel Papa y el contador 
Nelson Hernández; y por el Banco Central del Uruguay, su Presidente, contador Mario Bergara; el 
Vicepresidente, doctor Gamarra; el Gerente de la Asesoría Jurídica, doctor Hebert Bagnoli, y el 
Gerente de Área de la Superintendencia de Servicios Financieros, contador Daniel Espinosa. A todos 
ellos les agradecemos su presencia en este ámbito, pues consideramos que es importante escuchar la 
opinión de los representantes de las dos instituciones aquí presentes sobre el tema en cuestión. Sin 
perjuicio de ello, la Mesa desea indicar que está a disposición de todos —porque, si no estoy 
equivocado, creo que ya se les hizo llegar a los representantes del equipo económico— un buen trabajo 
hecho por la Secretaría de la Comisión, que consiste en un comparativo entre el proyecto de ley 
remitido por el Poder Ejecutivo y el aprobado por la Cámara de Representantes que, precisamente, es 
el que se encuentra a consideración a partir de este momento. 


Sin más trámite, les cedemos el uso de la palabra. 
SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Antes de comenzar la presentación y el análisis del proyecto de ley y de acuerdo con el 
compromiso asumido tanto en las Comisiones de la Cámara de Senadores como en las de la Cámara 
de Representantes, queremos hacer entrega del reporte relativo al seguimiento de las 
recomendaciones de la Fase 1 del Proceso de Revisión del Foro Global de Transparencia e 
Intercambio de Información en materia tributaria. En este acto, procedemos en ese sentido en la 
Comisión de Hacienda del Senado y, en otra oportunidad, haremos lo propio en la Cámara de 
Representantes. 


Para nosotros es muy importante que todo el flujo de información y cualquier novedad que 
haya acerca de estos temas obren en poder de los legisladores para que el Parlamento esté 
debidamente informado, ya que fue uno de los compromisos asumidos. En este caso, teníamos la 
responsabilidad de remitirlo al Parlamento cuando estuviera pronto. El documento que estamos 
entregando contiene la respuesta del país a cada una de las observaciones realizadas en el informe 
sobre Uruguay. En algunos casos, se especifican las acciones que la República está adoptando para 
atender esos puntos y, en otros, se realizan observaciones que plantean cuestionamientos a la 
pertinencia de algunos de sus aspectos. En todos los puntos se trató de atender la totalidad de los 
aspectos que forman parte del informe sobre Uruguay, en el que están contenidas las 
recomendaciones, entre las que se encuentran las relativas a asegurar la transparencia informativa en 
materia de propiedad de empresas y patrimonio. En ese marco se inscribe la presentación de este 
proyecto que está a consideración del Senado. 


Antes de hacer una breve presentación, quiero explicar cuál ha sido el objetivo que nos 
hemos trazado a la hora de formular el proyecto de ley. El Poder Ejecutivo entiende que es 
estratégicamente importante para la reinserción de Uruguay en el mundo, y para mantener su calidad y 
reputación en lo que se refiere a sus vínculos internacionales, ser parte activa de la cooperación 


internacional en materias sensibles del escenario internacional. Está muy claro que hemos recorrido un 
camino de grandes progresos en algunas áreas de cooperación: se ha combatido el lavado de dinero, 
el narcotráfico y el terrorismo. Uruguay es uno de los países de la región y del mundo que está 
evaluado dentro de los mejores estándares en estos temas. 


Esta es una materia tremendamente importante en el nuevo escenario de cooperación 
internacional, como también lo son los aspectos que implican la transparencia en materia de 
información, que facilite y promueva la cooperación tributaria a nivel internacional. Precisamente, este 
es el ámbito en que se inscribe el proyecto de ley que estamos presentando. 


Queremos mencionar que durante la denominada Fase 1 del Foro de Transparencia en 
materia de impuestos se hicieron algunas observaciones a Uruguay y se señaló que debía asegurar la 
transparencia en lo que refiere a la identificación de los propietarios de acciones al portador o de 
participaciones en patrimonios, ya que esto no está debidamente contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico actual. En ese sentido, el proyecto que elaboramos y propusimos al Parlamento 
intentaba realizar los ajustes normativos indispensables y no excedernos más allá de lo necesario, para 
asegurar nuestra participación en la cooperación internacional en esta materia. Por lo tanto, el 
contenido de esta iniciativa que presentamos para su aprobación intentará cumplir con los requisitos 
que permitan levantar las observaciones que nos impedían pasar a la Fase 2 de los trabajos del Foro 
de Transparencia en materia de impuestos. En ese sentido —reconozco que quizás puede haber 
opiniones diversas sobre esto—, en la formulación del proyecto de ley, inspirada en esta lógica de 
realizar los ajustes necesarios y no más, se optó por una orientación que intentaba adaptar el actual 
régimen de acciones al portador y no eliminarlo. En consecuencia, se procuró ajustar el régimen para 
asegurar la transparencia, pero no adherir a una interpretación por la cual su simple eliminación fuera 
la respuesta. ¿Por qué lo hicimos de esta manera? Porque creemos que las consecuencias y las 
posibles repercusiones de un análisis de este tipo iban bastante más allá del propósito que daba 
fundamento a esta iniciativa, que era estrictamente asegurar nuestra participación en la cooperación 
internacional en materia tributaria. 


En la Cámara de Representantes ya advertimos que estábamos dispuestos, luego de que se 
considerara este proyecto de ley, a discutir iniciativas que pudieran implicar un cambio en los 
regímenes de propiedad de las acciones, en particular las que son al portador. Sin embargo, dejamos 
claro que eso excedía la motivación de esta propuesta. Por tanto, entre los fundamentos que nos 
llevaron a formular este proyecto de ley está la intención de alterar lo menos posible la estructura 
jurídica vinculada a las leyes de sociedades y a las formas de propiedad que están previstas en la 
actual Ley de Sociedades de nuestro país. Este es el marco general en que se inscribió la elaboración 
de esta iniciativa. 


Vale decir que el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, luego de su consideración 
en la Cámara de Representantes ha logrado una serie de mejoras. Por nuestra parte, consideramos 
que la totalidad de las adendas, ajustes y modificaciones que allí se realizaron merecen ese calificativo 
y, por tanto, no vamos a presentar la iniciativa enviada por el Poder Ejecutivo sino que, directamente, 
nos vamos a referir al trabajo realizado en la Cámara de Representantes, puesto que consideramos 
que allí se han hecho avances que mejoran la propuesta. 


El proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes contiene en su artículo 1*, 
básicamente, el propósito fundamental en tanto establece la obligación de informar al Banco Central 
del Uruguay -que será la institución receptora de la información— acerca de los titulares de 
participaciones patrimoniales al portador emitidas por entidades residentes en el país. Asimismo, en 
los literales A) y B) se establece cuáles son los datos, es decir, la naturaleza de la información que se 
registra, y refiere esencialmente a la identificación de la titularidad de las acciones, títulos y demás 
participaciones patrimoniales. Por supuesto que identificar a quienes son los titulares implica saber 
cuáles son los valores nominales de esas acciones y, por tanto, el artículo 1% define en términos muy 
claros cuál es la naturaleza de la información que deberá ser aportada. 


Además, se fijan aspectos que tienen que ver con la extensión y la aplicabilidad de esta 
norma a los fiduciarios de los fideicomisos y a las entidades administradoras de los fondos de 


inversión. Los beneficiarios y cuotapartistas de estos fondos de inversión estarán alcanzados por todas 
las disposiciones de la presente ley. 


El artículo 2* define quiénes tienen que informar. Aquí se especifica que la obligación de 
informar, en el caso de entidades no residentes, estará básicamente guiada por dos aspectos. Uno es 
que estas sociedades actúen en territorio nacional a través de un establecimiento permanente, de 
acuerdo con las definiciones que nuestro ordenamiento jurídico tiene en el marco del Texto Ordenado 
del año 1996. En segundo lugar, se aclara que se trata de entidades no residentes que radiquen en el 
territorio nacional su sede de dirección efectiva para el desarrollo de actividades empresariales en el 
país o en el exterior. Esta es una precisión adicional a la que está en el Texto Ordenado del año 1996. 
En el literal B) se especifica que se entenderá que una entidad no residente tiene su sede de dirección 
efectiva en territorio nacional cuando en él radique la dirección y el control del conjunto de sus 
actividades. 


Este es el criterio general que se ha adoptado. A través del artículo 2? queda establecido con 
precisión quiénes tienen la obligación de informar y, junto con el artículo 1%, se define qué información 
es la que se debe aportar. 


En los artículos 3% y 4% se pautan los cometidos de dos instituciones públicas: el Banco 
Central del Uruguay y la Auditoría Interna de la Nación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé si ya se refirió a los dos últimos incisos del artículo 2": el primero tiene 
que ver con los propietarios de cuota de participación en fondos de inversión del exterior y el segundo 
con los fideicomisos. 


SEÑOR MINISTRO.- Disculpe, señor Presidente, eso era una extensión de lo que ya se había 
establecido en el artículo 1%. En este caso y de acuerdo con el mencionado penúltimo inciso, también 
quedarán obligados los propietarios de cuotas de participación en fondos de inversión del exterior, 
cuyos administradores sean residentes en territorio nacional, es decir, cuando el fondo reside en 
nuestro país. Obviamente, se aclara que “Deberán cumplir con la obligación a que refiere el último 
inciso del artículo anterior”, por eso decía que esto estaba vinculado al artículo 1%, “los fideicomisos del 
exterior cuyo fiduciario o administrador sea residente en territorio nacional”. O sea que se especifica la 
misma orientación y el mismo criterio que se establece en los literales A) y B) del artículo 2%, en los 
casos de fondos de inversión y fideicomiso. 


Continúo con el artículo 3". 


SEÑOR BERGARA.- Simplemente, quiero aclarar un punto porque en el artículo 22 se menciona: “el 
último inciso del artículo anterior” que, en realidad, habla de considerar las entidades comprendidas en 
el artículo 13 del Título 4 del Texto Ordenado 1996. Por lo tanto, el texto debería referirse al “penúltimo 
inciso del artículo anterior” para que fuera correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien, queda hecha la aclaración a la que se refirió el señor Presidente 
del Banco Central y se tendrá presente. 


SEÑOR MINISTRO..- Por su parte, los artículos 3% y 4? establecen los cometidos de dos instituciones 
públicas que van a cumplir un papel muy relevante; el artículo 3% contiene los cometidos del Banco 
Central del Uruguay y el artículo 4, los de la Auditoría Interna de la Nación. No voy a detallar cuáles son 
esos cometidos, pero en el caso del Banco Central es todo lo referido al registro y a la constatación 
para saber en qué consiste la información que obra en su poder y a la Auditoría Interna de la Nación le 
corresponden las tareas de control en el cumplimiento de obligaciones previstas en los artículos de 
esta ley, en particular en los artículos 1%, 2%, 6% y 7%, así como todos los aspectos vinculados a la 
imposición de sanciones y a su recaudación en el caso de que tengan carácter pecuniario. Además, en 
la Cámara de Representantes se agregó la tarea de recibir las denuncias que se realicen con respecto 
al incumplimiento de las obligaciones referidas. Es decir que es la Auditoría la que tiene las 
capacidades y atribuciones en esta materia. 


El artículo 5% es muy importante en este proyecto de ley porque establece la obligación de 
guardar secreto, en particular de toda la información a la que se refieren “los artículos 1%, 2%, 6% y 7* de 
la presente ley”. Por lo tanto, se determina quiénes tendrán acceso a esta información y para otros, no 
especificados en este caso, se mantendrá la situación de inaccesibilidad. En primer lugar, en el literal 
A) se señala que podrá acceder a esta información: “La Dirección General Impositiva, siempre que tal 
información se solicite una vez que se haya iniciado formalmente una actuación inspectiva vinculada a 
sujetos pasivos determinados, o para el cumplimiento de solicitudes expresas y fundadas por parte de 
la autoridad competente de un Estado extranjero”. Como es obvio, esto ocurre exclusivamente en el 
marco de la vigencia de acuerdos internacionales ratificados por el país en materia de intercambio de 
información tributaria o tratados que intenten evitar la doble imposición. Básicamente, mediante el 
literal A) estamos asegurando que la información esté accesible para administraciones tributarias que 
nos requieran información, de manera fundada, sobre contribuyentes que están siendo inspeccionados 
en sus países de origen. Además, alinea a nuestra Dirección General Impositiva con la misma facultad 
que se les ofrece a las administraciones tributarias extranjeras con las que tenemos acuerdos 
internacionales vigentes. Entendemos que alinear nuestra administración tributaria con las otras en lo 
que tiene que ver con sus facultades, es indispensable. La solicitud de información que recibiría la 
República desde el exterior necesariamente se realizaría a través de la Dirección General Impositiva. 
Por tanto, sería un absurdo que la administración tributaria uruguaya pudiera canalizar una información 
a la que no tiene acceso; desde nuestro punto de vista, eso no tendría justificación. 


El literal B) extiende la facultad de acceso a la información a la Unidad de Información y 
Análisis Financiero del Banco Central del Uruguay y a la Secretaría Nacional Antilavado de Activos, en 
el marco del cumplimiento de las atribuciones que la ley otorga. Además, en la Cámara de Diputados 
se agregó: “y con el cumplimiento de las resoluciones del Consejo de Seguridad de la Organización de 
Naciones Unidas tendientes a impedir la proliferación de armas de destrucción masiva,...”, lo que 
creemos que fue un acierto porque antes no se contemplaba esta referencia. 


El literal C) establece que la justicia penal o la justicia competente podrán acceder a la 
información si hubiera una resolución fundada. Este literal, como el literal D), se incorporó en la 
Cámara de Diputados y nos parece totalmente de recibo. En el literal D) se dispone que la Junta de 
Ética y Transparencia Pública también tendría acceso a la información y se especifica que será así 
siempre que la información se solicite una vez que se haya iniciado formalmente una actuación 
vinculada al ámbito de competencia en lo dispuesto por los literales A) y B). Es decir que es para esto y 
no para acceder a la información en otro tipo de actuaciones. 


SEÑOR BERGARA.- Quería dejar sentado que la denominación correcta es: “Junta de Transparencia 
y Etica” porque en el literal D) el nombre está invertido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mí me deja dudas el literal C) porque, en primer lugar, está limitado a 
obligaciones alimentarias. Si hay una decisión de la justicia penal o de la justicia competente exigiendo 
información, creo que no correspondería limitarla a temas de carácter de obligaciones alimentarias, sin 
perjuicio de que sabemos qué es lo que se persigue. 


En segundo término, me parece que no corresponde exigir a la Justicia resolución fundada 
porque, entonces, quiere decir que habrá alguien que juzgará si la decisión de la Justicia corresponde 
ser atendida o no. Simplemente, hago los comentarios para que el señor Ministro los tenga presentes. 
En realidad, nunca vi que a la Justicia se le exigiera una resolución fundada, en primer lugar, porque 
todas las resoluciones de la Justicia son fundadas y, en segundo término, porque si se le exige a la 
Justicia resolución fundada quiere decir que se está colocando a alguien en condiciones de juzgar su 
decisión, estableciendo que si no es fundada no se cumple. A eso me referí con mi comentario; pero de 
todos modos, como se sabe, cada jurista con su librito. 


SEÑOR MINISTRO.- Probablemente la redacción que viene de la Cámara de Representantes pueda 
ser mejorada en este sentido, pero entiendo que el espíritu de la norma y lo que trata de aclarar el 
literal C) frente al que nosotros habíamos enviado en el proyecto, es pertinente con respecto a lo que 
quiso subsanarse. El tema es que en este literal C) se optó por reproducir exactamente el artículo 25 
de la Ley de Intermediación Financiera. Pero, insisto: el espíritu de esta norma, de este inciso y de esta 


redacción es ir un poco más allá y no acotarlo a la justicia penal sino, en general, a la justicia 
competente. 


SEÑOR BERGARA.- Quería hacer la misma aclaración que ha hecho el señor Ministro. El giro es 
exactamente el mismo del artículo 25 de la Ley de Intermediación Financiera de 1982 en lo que refiere 
al secreto en el ámbito de la información financiera, en este caso aplicada a la información que se 
incluiría en el Registro que se crea en este proyecto. Obviamente, las causales para el levantamiento 
del secreto en su oportunidad incluían los casos de pensiones alimenticias que no derivan de la justicia 
penal sino de otros ámbitos de la Justicia. Quizás la redacción pueda generar confusión, pero está 
claro que la justicia penal no refiere a la obligación alimentaria sino a cualquier otra temática. De 
hecho, el secreto bancario también se levanta por otras causales asociadas a otras leyes como, por 
ejemplo, el lavado de dinero, información tributaria, etcétera. Reitero, entonces: se trató de tomar la 
misma redacción del artículo 25 de la Ley de Intermediación Financiera. 


SEÑOR MINISTRO.- El artículo 6% simplemente establece el procedimiento a seguir para que los 
titulares aporten la información solicitada en los artículos 1* y 2* del proyecto de ley y esto se determina 
mediante procedimiento de Declaración Jurada y por la información que se especifica en los literales e 
incisos siguientes. 


El artículo 7” tiene que ver estrictamente con informar en el caso de que haya modificaciones 
en la participación. Lo que se hace es complementar la situación que ocurre en el momento de 
aprobación de la ley con lo que implica establecer los cambios en las estructuras patrimoniales a 
continuación o con posterioridad a la vigencia de la ley, obviamente, toda vez que estos cambios 
ocurran en las participaciones societarias. 


El artículo 8% establece cuál es el régimen sancionatorio aplicable a los titulares de las 
sociedades, de las acciones, de las participaciones y otro es el régimen sancionatorio del artículo 9% 
aplicable a las entidades y a sus representantes. 


El artículo 10 establece, esencialmente, la solidaridad de los adquirentes de los títulos y, 
básicamente, lo que se trata de asegurar es que la obligación de informar sea de toda la sociedad, de 
modo que, por lo tanto, todos los participantes en la sociedad tengan el incentivo de que se 
transparente la estructura de propiedad de la empresa. 


El artículo 11 del proyecto de ley establece que la Auditoría Interna de la Nación es el 
organismo recaudador de las multas o de las infracciones y se realiza de acuerdo con los artículos 91 y 
92 del Código Tributario. 


El artículo 12 establece que si no se presenta en plazo la información de las declaraciones 
juradas, se suspende la emisión del certificado único. Esto es habitual y forma parte, en particular, del 
artículo 80 del Título 1 del Texto Ordenando de 1996. 


El artículo 13 refiere a la comunicación acerca del incumplimiento y, obviamente, esto le 
corresponde a la Auditoría Interna de la Nación, que informará a la DGI sobre los incumplimientos 
correspondientes a las declaraciones juradas. En el segundo inciso se faculta al Poder Ejecutivo a 
publicar la nómina de los sujetos y entidades que hubiesen incurrido en incumplimiento. Dice así: “A 
tales efectos, el citado organismo deberá aplicar criterios selectivos basados en aspectos objetivos, 
tales como la inexistencia total o parcial de información identificatoria, la dimensión económica de las 
entidades o la reiteración de las conductas de incumplimiento.” 


El artículo 14 refiere a la exoneración y dice así: “Exceptúase de lo dispuesto en el inciso G 
del artículo 71 de la Ley N* 17.738, de 7 de enero de 2004, la presentación de declaraciones juradas 
dispuestas por la presente ley”. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Esta ley que figura en el artículo 14 establece recursos para la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. Se trata, justamente, de exonerar a estas 


declaraciones del pago de este tributo que se paga con timbres, para facilitar el funcionamiento del 
sistema. 


SEÑOR MINISTRO.- El artículo 15 excluye de la necesidad de informar a entidades que emiten títulos 
de oferta pública. La redacción de este artículo se realizó, específicamente, atendiendo a lo que era la 
realidad e, incluso, las observaciones y planteamientos de la Bolsa de Valores que entendía que una 
redacción de este tipo permitía mantener el actual funcionamiento en materia de transparencia 
informativa de entidades que emiten títulos de oferta pública y no ser redundante en materia de 
existencia de ese registro. 


El artículo 16 simplemente señala que el Poder Ejecutivo establecerá los plazos, la forma y 
las condiciones en que las entidades y sujetos a que refiere la presente ley deberán dar cumplimiento a 
sus obligaciones respectivas. Simplemente es una facultad reglamentaria para poner en marcha los 
mecanismos que aseguren la operatividad de esta ley. 


El artículo 17 ha sufrido modificaciones y una formulación más compacta. Esta disposición 
intenta establecer un mecanismo rápido y ágil para transformar las acciones al portador en 
nominativas. A tales efectos se establece un régimen más rápido y ágil que tiende a que en el marco de 
esta ley, sin eliminar las acciones al portador, se facilite, simplifique o vuelva más ágil el proceso de 
transformación de las acciones al portador en nominativas durante un período determinado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite, señor Ministro, me acotan de Secretaría que en el literal B del 
artículo 17, la referencia debe hacerse al artículo 9* y no al 8*. 


SEÑOR MINISTRO..- Tiene razón, señor Presidente. La observación es muy pertinente. 


El artículo 18 esencialmente establece que las entidades emisoras que modifiquen las 
acciones al portador en nominativas, podrán solicitar su exclusión del registro creado en la presente 
ley. Quiere decir que solo permanecerán en el registro aquellas entidades que efectivamente tengan 
acciones al portador. 


El artículo 19 refiere a la obligación de reserva por parte del fiduciario en el caso de 
fideicomisos. Obviamente, esta no será oponible a la Dirección General Impositiva ni al Banco Central 
del Uruguay. 


El artículo 20 del proyecto de ley establece que, para el caso de los fideicomisos y de los 
fondos de inversión constituidos en el Uruguay que emitan títulos de participación patrimonial 
nominativos, se establecen los mismos requisitos de identificación y registro de sus titulares que los 
dispuestos para las sociedades comerciales en el artículo 333 de la Ley N* 16.060. Este asunto era 
algo que estaba pendiente y lo estamos subsanando mediante este proyecto de ley. 


El artículo 21 refiere al secreto profesional y su redacción ha sido modificada en la Cámara 
de Representantes. Establece que a efectos de obtener la información a que refieren los artículos 1? y 
2” de la presente ley correspondiente a títulos e instrumentos nominativos, no serán oponibles a la 
Dirección General Impositiva las disposiciones sobre secreto profesional establecidas en los artículos 
54 de la Ley N* 18.627 —Ley de Mercado de Valores— y 28 de la Ley N* 16.774 —Ley de Fondos de 
Inversión—, esto significa, básicamente, que no se pueda apelar al secreto profesional para no aportar 
esta información. 


Por su parte, el artículo 22 establece: “Las enajenaciones de cuotas o participaciones 
sociales en sociedades comerciales, asociaciones y sociedades agrarias, deberán inscribirse en el 
Registro Único de Contribuyentes de la Dirección General Impositiva en forma previa al registro 
correspondiente ante Registro Público de la Dirección General de Registros”. 


El artículo 23 establece: “Los fideicomisos y fondos de inversión no sometidos a regulación 
por el Banco Central del Uruguay, deberán aplicar las normas contables adecuadas que determine el 


Poder Ejecutivo, a efectos de elaboración de estados contables uniformes. La documentación que 
respalde las operaciones deberá conservarse por el mismo período que el establecido para los libros 
de comercio”. 


En la Cámara de Representantes se propuso y aprobó el siguiente ajuste: “Igual obligación a 
la establecida en el inciso anterior tendrán los fideicomisos y fondos de inversión del exterior, cuyos 
fiduciarios o administradores sean residentes en territorio nacional”. De esta manera se estaría 
alineando la normativa en esta materia con el criterio de residencia en territorio nacional, que ya se ha 
especificado adecuadamente. 


El artículo 24 establece: “Las sociedades comerciales, las sociedades y asociaciones agrarias, 
y los fideicomisos y fondos de inversión no sometidos a regulación por el Banco Central del Uruguay, 
que obtengan ingresos no comprendidos en los hechos generadores de los Impuestos a la Renta de 
las Personas Físicas y a las Rentas de las Actividades Económicas por un monto superior a las Ul 
4.000.000 (cuatro millones de unidades indexadas), deberán registrar sus estados contables ante el 
Órgano Estatal de Control en las mismas condiciones y con igual régimen sancionatorio, que se 
disponen por el artículo 97 Bis de la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989”. 


Finalmente, el artículo 25 dice: “Las disposiciones de la presente ley regirán a partir del primer 
día del mes siguiente al de su promulgación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el informe presentado por el señor Ministro de Economía y 
Finanzas. 


SEÑOR TAJAM.- En primer lugar, me gustaría realizar una pregunta con respecto al objetivo general, 
ya que Uruguay no es el único país que está inserto en la problemática a la que se busca establecer 
limitaciones. Concretamente, quiero saber si existe algún antecedente a tener en cuenta con respecto 
a la solución que hoy propone el Ministerio. Personalmente, no he encontrado ninguno. A modo de 
ejemplo, Panamá, desde el año 2010 está buscando una solución similar a la del registro, pero creo 
que aún no llegó a concretarla. 


En segundo término, pregunto a cuántas sociedades que tienen acciones al portador 
alcanzaría esta normativa. Un informe en minoría de la Cámara de Representantes menciona la 
existencia de un registro de 100.000 sociedades; no sé si esa cifra es correcta. Me gustaría saber cuál 
es el universo que se está afectando con esta norma. 


En tercer lugar, quiero recordar que existe una crítica originada en el momento en que se 
trató el tema en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes relativa a las disposiciones 
que caracterizan a este régimen de inscripción que, en realidad, estaría eliminando el que rige para las 
acciones al portador. A efectos de que esta Comisión tenga más elementos sobre el proyecto de ley y 
en virtud de que se ha hecho referencia a la posibilidad de que por ciertos detalles no vuelva a la 
Cámara de Representantes debido a la urgencia en aprobarlo o, por lo menos, a la necesidad de 
cumplir con los plazos determinados para ingresar a la denominada Fase 2, me gustaría que el señor 
Ministro aclarara ese tema. 


SEÑOR MINISTRO.- Con relación a la primera parte de la pregunta hecha por el señor Senador Tajam 
sobre la solución que estamos proponiendo, sus parecidos o diferencias con la de otros países que 
mantienen las acciones al portador, podemos hablar acerca del subconjunto de aquellos que 
mantienen esa característica y, además, califican positivamente para participar de la cooperación 
internacional. 


No conocemos antecedente alguno que implique la solución que estamos proponiendo, por 
dos aspectos. En primer lugar, es bastante extraño que el Registro esté radicado en el Banco Central 
del Uruguay porque normalmente se encuentra en la órbita de la Dirección General Impositiva de los 
respectivos países. Pero, en aras de atender observaciones y planteos que nos fueron realizados por 
la oposición y de conseguir consensos amplios para la aprobación del proyecto de ley, aceptamos 
localizarlo fuera de la DGI, específicamente en la Auditoría Interna de la Nación; después se nos 


sugirió que el Registro estuviera en el Banco Central del Uruguay, lo que para nosotros fue de recibo. 
Esto es una innovación muy específica para nuestro ordenamiento jurídico, en comparación con el de 
otros países. Reitero que, de acuerdo con el estándar internacional, lo más natural es que el Registro 
esté en la Dirección General Impositiva. 


En segundo término, esta medida constituye una innovación porque, si bien en algún 
momento se habló de que tratábamos de impulsar una solución parecida a la alemana por cuanto dicho 
país mantiene las acciones al portador, en la normativa que proponemos se plantea una actualización 
dinámica y continua del Registro, a diferencia de Alemania, en que se hace una vez al año, en ocasión 
de las declaraciones fiscales o tributarias. Por lo tanto, diría al señor Senador Tajam que la orientación 
del proyecto de ley está alineada con las soluciones de otros países que han pasado a la Fase 2. 
Aclaro que esto está pensado sobre la base del subconjunto de países que en su ordenamiento jurídico 
tienen acciones al portador. Entonces, hay algunas diferencias: una es dónde se radica el Registro; y 
otra, refiere a esta solución dinámica que constituye una innovación bien importante en esta materia. 


Con relación a la consulta del señor Senador Tajam sobre cuáles son las sociedades 
afectadas por esta medida, cabe aclarar que, en primer lugar, se plantean números demostrativos de la 
amplitud que ha alcanzado el fenómeno de la existencia de sociedades con acciones al portador en 
nuestro país. Esencialmente, estamos hablando de que la cifra total de sociedades activas en el país 
oscila entre 50.000 y 55.000, en las que están comprendidas acciones al portador, cooperativas 
agrarias, fideicomisos, etcétera, mientras que las nominativas superan las 7.000. Esto demuestra, 
básicamente, su amplitud. Además, si se tiene en cuenta la totalidad de las sociedades creadas, la cifra 
es superior a las 130.000 que están inactivas. Por lo tanto, no solo es muy amplia la cantidad de 
empresas activas y ampliamente mayoritarias que tienen acciones al portador, sino que, además, hay 
una especie de fenómeno subyacente entre estas y las inactivas que ya están creadas, que más que 
duplican a las que están actualmente activas. Este es un fenómeno amplio. Entre estos datos y otras 
consideraciones que no queremos empezar a discutir ahora, está la idea de la eliminación lisa y llana 
de las acciones al portador, sin realizar un análisis cuidadoso de los alcances y repercusiones que 
tendría esa medida sobre las formas de propiedad y funcionamiento del negocio del país, pues lo 
consideramos demasiado apresurado. Por ese motivo optamos por esa solución que cumple con las 
obligaciones existentes en la materia y asegura que se hace una distorsión mínima del funcionamiento 
de los negocios en el Uruguay. Ese fue el objetivo. 


Me acotan que esas 50.000 sociedades están dentro del total, que son 138.000. 


Con respecto a la urgencia en la aprobación del proyecto de ley, adelanto que durante el mes 
de julio solicitaremos al Foro Global de Transparencia e Intercambio de Información en materia 
tributaria una revisión del caso uruguayo. Ese es el objetivo del Gobierno: presentar la solicitud y elevar 
los avances uruguayos en ese sentido. Es más, acabamos de enviar el informe que hemos dejado a 
los señores Senadores, en el que adelantamos al Foro -—inclusive, nuestros representantes lo 
presentaron en una reciente reunión en Madrid, comentaron y analizaron con el equipo técnico del Foro 
los avances que el Uruguay ha realizado— que hay sintonía entre las soluciones que nuestro país viene 
proponiendo y los avances realizados en distintos aspectos contemplados en las recomendaciones. 
Esto aseguraría que si pedimos la revisión en el mes de julio, estaría realizada y operativa para la 
siguiente reunión del Foro a realizarse en el mes de octubre. 


Por lo tanto, no diría que es una cuestión de urgencia absoluta, pero sí que es necesario 
aprobarla rápidamente, máxime si el proyecto de ley debe volver a la Cámara de Representantes. 
Repito: sería conveniente un tratamiento rápido del proyecto de ley para que Uruguay pudiera solicitar, 
en las fechas que estamos proponiendo, la revisión de nuestra situación y el pasaje a la Fase 2. 


En función de la pregunta realizada por el señor Senador Tajam, quiero ser preciso al 
expresar que el pasaje a la Fase 2 es un objetivo fundamental para el Uruguay a los efectos de 
asegurar el mantenimiento y la mejora de la inserción internacional que tiene y aspira tener; considero 
que ese es un objetivo estratégico de primer nivel. Por lo tanto, no solo este tema, sino el conjunto de 
aquellos sobre los que se solicitan avances para ser parte de esa cooperación internacional, es uno de 
los elementos más importantes y estratégicos para la inserción internacional de nuestro país, actual y 
futura. 


Con respecto al planteo que realizó el señor Senador Tajam sobre la urgencia en aprobar 
este proyecto de ley, entendemos que el espíritu de la iniciativa es no modificar la infraestructura 
jurídica preexistente del país y la forma de propiedad. Ahora bien, si en aras de avanzar en consensos 
en función de que el proyecto de ley debería volver a la Cámara de Representantes, se quisiera 
incorporar un artículo que dijera que de aquí en adelante no se pueden crear más sociedades al 
portador, no tendríamos inconvenientes en aceptarlo. Eso es para demostrar que la solución de 
eliminarlas de plano no la consideramos una cuestión fundamental. No nos parece que amerite una 
discusión que el conjunto del Parlamento no puede acompañar una propuesta de este tipo, porque es 
muy importante que en estas instancias el país se maneje con un amplio respaldo a una iniciativa de 
este tipo. Eso hace a la política en grande del país y a la inserción internacional, sobre todo cuando el 
objetivo es mantener los estándares actuales y mejorarlos en el futuro. Se planteó de manera muy 
extrema la solución de sustituir este proyecto por uno que eliminara, lisa y llanamente, las sociedades 
al portador. Sin ingresar en esa discusión, si en función de los ajustes que haga el Senado, se 
entendiera adecuado incorporar una normativa específica diciendo que en nuestro país no se podrán 
crear más sociedades al portador, en principio, no tendríamos ningún inconveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas, se van a poder presentar ante el Foro en el mes de julio 
diciendo que ya tienen un proyecto de ley que cuenta con media sanción, lo que me parece no es poca 
cosa. 


SEÑOR MINISTRO.- En el caso específico de esta norma, ante las consultas que hicimos respecto a 
qué se va a considerar cumplimiento, se nos dijo que se necesita que el proceso parlamentario se haya 
completado. Por lo tanto, se aceptó que eso era cumplimiento y que de otra forma no se podía 
asegurar de ninguna manera que se considerara que Uruguay había atendido a las recomendaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En qué fecha de julio está prevista la presentación? 


SEÑOR MINISTRO.- Supongo que esta no será la única comparecencia ante esta Comisión o el único 
contacto que tendremos pero para mediados de julio debemos solicitar la revisión. 


SEÑOR COURIEL.- A propósito de esa revisión que se tiene que hacer en julio —que consideran 
extremadamente relevante y, por tanto, así será—, en el documento que acabo de leer aparece un tema 
vinculado a la información bancaria. Por un lado se dice que la capacidad de Uruguay de acceder a la 
información bancaria antes del 2 de enero de 2011 está limitada por su legislación interna, luego se 
expresa que Uruguay debe garantizar que toda la información bancaria pueda ser obtenida con fines 
de EOl y en la otra columna se afirma que nuestro país se encuentra analizando esta recomendación. 
Lo mismo sucede cuando se plantea respecto a la información bancaria derivada de procesos 
judiciales y en ambos casos se aclara que Uruguay se encuentra analizando esta recomendación. Por 
lo tanto, lo único que pido es poder entender qué quiere decir esto de que nuestro país está analizando 
la recomendación y qué tiene que ver con la revocación del mes de julio. 


Por otro lado, se plantea que el 23 de abril Uruguay suscribió un acuerdo con Argentina 
conteniendo cláusulas de intercambio de información de conformidad al estándar de la OCDE y 
cláusulas para eliminar la doble imposición tributaria. Tengo entendido que esto todavía no ingresó a la 
consideración del Parlamento. 


SEÑOR MINISTRO..- Creo que ingresará en los próximos días. 


SEÑOR COURIEL.- Según la información de prensa que tengo, se realizó en Punta del Este, en el 
Hotel Conrad, una reunión organizada por el Partido Colorado en la que se hicieron críticas a ese 
documento. Recuerdo que allí se expresó que no hay retroactividad para el pago de impuestos pero sí 
la hay para dar información. Honestamente debo decir que me llamaron algunas personas amigas que 
tienen una inmobiliaria en Punta del Este para decirme que luego de ese análisis que se hizo en el 
Conrad, allí había quedado todo trabado. Planteo esto como forma de brindar información -aunque, 
seguramente, quienes nos visitan ya tienen estos datos— pero también para que se me den elementos 
que me permitan contestar a las preguntas que se formulan sobre temas de esta naturaleza que 
todavía no han llegado al Parlamento. 


SEÑOR AMORÍN.- Estuve en Maldonado el día previo y el posterior a esa reunión a la que 
concurrieron ex Ministros y ex Presidentes del Banco Central para opinar sobre este tema. Quiero 
aclarar que quien habló claramente del tema de la retroactividad fue el doctor Ignacio de Posadas, ex 
Ministro de Economía y Finanzas. A su vez, discrepo con lo que dijeron los amigos del señor Senador 
Couriel que tienen una inmobiliaria porque la impresión que tuve el día anterior a la reunión es que 
luego de que se planteara este proyecto de ley pero, sobre todo, después de la firma del tratado con 
Argentina, la actividad en Punta del Este se paró. Por lo tanto, no se detuvo a raíz de que tres 
economistatas fueron al Conrad a explicar el contenido de algún proyecto de ley y de un convenio sino 
que eso sucedió desde el momento de la firma de ese tratado que mencioné. Esa es la información 
que tengo que, obviamente, es diferente a la que recibió el señor Senador Couriel. Reitero que todo se 
detuvo luego de la firma del tratado y no por la divulgación del contenido de esta iniciativa, ya que la 
gente lo conoce. Lo que sucedió fue que ante la firma de esto la reacción fue quedarse quietos y no 
hacer nada, lo que no quiere decir que no se haga en el futuro. 


SEÑOR MINISTRO.- La primera consulta que hacía el señor Senador Couriel relativa al informe que 
elevamos a la secretaría técnica del Foro responde a todos y cada uno de los aspectos que 
merecieron alguna observación. Entre ellas están las observaciones sustantivas y las laterales. En el 
caso de algunas observaciones absolutamente laterales, sin significación, las estamos analizando pero 
no hacen al pasaje a la Fase 2. De todas formas, terminan haciendo algún juicio, alguna observación 
sobre cómo es la normativa uruguaya en comparación con la de otros países. En ese sentido, 
analizamos el tema a los efectos de responder a esas observaciones. 


En los casos en que, sencillamente, eran errores en el informe respecto a cuál era la 
situación de Uruguay, somos un poco más contundentes, pero quiero recordarle al señor Senador 
Couriel que los aspectos sustantivos para el pasaje a la Fase 2 son los que quedan solucionados al 
aprobar una normativa como la que estamos proponiendo en este proyecto de ley y al suscribir 
acuerdos con dos socios relevantes que en el informe sobre Uruguay se especifican con nombre y 
apellido: Argentina y Brasil. Reitero que eso es lo sustantivo. Además, en ocasión de la última reunión 
en Madrid, ratificamos que esto era así, es decir que no teníamos ningún error de interpretación 
respecto al alcance de la recomendación. 


Insisto: el informe versa sobre una más amplia cantidad de temas y observaciones; el 
documento es extenso y en general hace un análisis muy elogioso respecto a los avances que nuestro 
país ha realizado, además de un conjunto de observaciones sobre las que teníamos dificultades 
insalvables. Si no se avanzaba sobre esas cuestiones, no se podía ser parte de la denominada Fase 2. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- En particular hay dos situaciones en las cuales Uruguay manifiesta que se 
encuentra estudiando la situación. Estas dos situaciones hacen a aplicaciones de normas concretas 
que son, precisamente, las que operan o las que se analizan en la Fase 2. Por lo tanto, estas 
respuestas se van a aclarar o sustanciar una vez que nuestro país pase a la Fase 2 y el equipo 
evaluador analice cuál es la realidad en la forma en que se llevan a la práctica las normas vigentes en 
el país. 


SEÑOR COURIEL.- O sea que hasta que no se apruebe la Fase 2 este tema no va a estar en 
discusión. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Hay alguna de ellas, la segunda, por ejemplo, que parece que Uruguay la 
está estudiando, que atañe a varios países y que es un tema de vista previa de la información enviada 
al exterior. Esa situación no solo involucra al Uruguay sino a varios países de la región como, por 
ejemplo, Chile y Brasil, que tienen la misma situación y van a ser considerados en la Fase 2. Un caso 
particular es el de España, que tiene la misma situación y que ha sido evaluado y considerado 
positivamente por la evaluación en una segunda etapa. Por lo tanto, creemos que la propuesta es no 
analizarla hasta que no tengamos la evaluación de la etapa 2. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a las consideraciones relativas a los efectos en la práctica y sobre 
algunos aspectos de los negocios que pueden provocar los ajustes normativos propuestos, tanto los 
que tienen que ver con el contenido de esta normativa que estamos presentando como con los 
acuerdos internacionales que el país suscribe —en particular, algunos de ellos—, creo que hay que 


hacer algún comentario. En principio habría que afirmar que en muchas oportunidades en que hemos 
realizado ajustes normativos relevantes vinculados a temas en los que se interpreta que afectan 
potencial y durablemente el clima de negocios, asistimos a momentos de incertidumbre, consultas y 
dudas; es lógico que eso suceda. Me parece que este tipo de situaciones son normales y lo que nos 
corresponde a los gobernantes, en este caso al Ministerio de Economía y Finanzas, es explicar y 
fundamentar la naturaleza y la conveniencia de las acciones que estamos llevando adelante para el 
interés nacional. 


Precisamente, lo primero que quiero dejar expreso en esta Comisión es que los fundamentos 
para avanzar en la forma y en el contenido de los ajustes normativos que estamos proponiendo están 
anclados a la preservación del interés nacional. En consecuencia, se intenta hacer una contribución a 
la continuidad de un proceso de mejoras económicas y sociales que el país ha tenido en los últimos 
tiempos. 


Específicamente con respecto a los tratados de intercambio de información y para evitar la 
doble tributación, el contenido de los tratados que Uruguay ha suscrito hasta ahora, el que ha suscrito 
con Argentina y los que va a suscribir en el futuro, está esencialmente en formatos estándar. Por lo 
tanto, desde el punto de vista de su contenido y de los aspectos medulares que hacen a su 
interpretación y a la evaluación como norma, creo que podríamos discutirlos a todos en conjunto, 
porque las normativas y los contenidos previstos en cada uno de ellos son muy similares. En el caso 
del acuerdo con Argentina, de cualquier manera —en ocasión de una comparecencia en régimen de 
interpelación al señor Ministro de Relaciones Exteriores, en el mes de diciembre, estuvimos en el 
Senado y allí lo expresamos—, ya hemos aclarado cuáles son los criterios que nuestra República va a 
intentar preservar en el marco de esa negociación. Puedo afirmar que todos ellos fueron preservados y, 
además, en el propio tratado se aclararon aspectos que probablemente en otros tratados están 
implícitos, pero en el que suscribimos con Argentina se dejaron meridianamente claros por el hecho de 
que están contenidos en el texto del acuerdo. A mi juicio, esto le da al acuerdo la característica de 
buena calidad desde el punto de vista de la preservación de todas las garantías que en este tipo de 
tratados se pueden dar. 


Por supuesto que este tipo de acuerdo no modifica en absoluto nuestro ordenamiento 
tributario, la calidad de las instituciones participantes ni la forma en que esas instituciones participantes 
locales actúan dentro de este marco. La garantía más importante para la República en la cooperación 
internacional no proviene de los acuerdos, sino de cómo funcionan las instituciones en el Uruguay. Me 
parece que es el acervo más importante que tenemos para asegurar que estos acuerdos que nuestro 
país suscriba van a estar sujetos a la calidad y al funcionamiento de las instituciones en nuestro país. A 
veces, cuando se vinculan las discusiones acerca de realidades institucionales sobre las que se 
realizan críticas y observaciones, se olvida que nuestro país es garante de la institucionalidad y su 
preservación es un valor fundamental que resguardan nuestras instituciones, no las de cada uno de los 
países con los que firmamos acuerdos. En ese sentido, creo que la labor que tenemos por delante es 
dar tratamiento a cada uno de estos proyectos, discutir sobre el alcance de los tratados que la 
República ha suscrito y los que le quedan por suscribir y asegurarnos, entre todos, de que se 
responda con seriedad, mesura y cautela a los nerviosismos e incertidumbres infundadas, apelando a 
algo que es un acervo del país: sus instituciones. En el marco de un acuerdo que tiene unas pocas 
páginas no se puede cambiar el ordenamiento tributario y jurídico de todo un país. Cuando se trata de 
convertir una pieza jurídica a piezas similares —ya tenemos relaciones con otros países- y se trata de 
discutir esa pieza haciendo abstracción de lo que son los estándares y normativas en la materia y de 
cómo proceden nuestras instituciones públicas, se está poniendo la discusión muy lejos de la realidad. 
No obstante, en momentos de incertidumbre hay quienes estamos obligados a ordenar la realidad y 
otros que, por la decisión que sea, no tienen necesidad de actuar de esa manera. No le podemos pedir 
ni exigir a nadie que actúe como lo hacemos nosotros. A nosotros nos compete actuar de esta manera 
y vamos a seguir procediendo así. 


Estamos convencidos de que este proyecto de ley, el acuerdo suscrito con Argentina y el que 
sería firmado con Brasil son un conjunto de actos jurídicos y un conjunto de herramientas suficientes 
para que Uruguay dé un salto positivo en materia de calidad de su inserción internacional y asegura 
que nuestro país sea parte de una de las instancias de cooperación que han ganado jerarquía —se 
puede opinar como se quiera— a nivel internacional. 


Si discutimos las cosas en términos de la opción estratégica que está detrás de estos actos y 
la comparamos con la opción estratégica de la opacidad y la falta de transparencia que es la que 
combate esta visión de inserción internacional, tendremos una discusión relevante, pero no tiene que 
ver con otro tema que no sea la visión sobre la inserción internacional del país y los vínculos con un 
mundo con el cual Uruguay mantiene relaciones, quiere tener más relaciones y no las va a poner en 
riesgo de ninguna manera por no ser parte activa de instancias de cooperación que en el mundo de 
hoy tienen relevancia. 


Hace no mucho tiempo eran otros los foros, los temas y las áreas sobre las que la 
cooperación internacional clasificaba a los países según sus estándares. Hoy estos temas han ganado 
jerarquía y si me preguntan acerca de cuál fue la génesis, el motor de este cambio y la forma en que se 
ha llevado adelante, puedo decir que hay buenas razones para que muchos países nos sintamos que 
no fuimos consultados ni partícipes de la jerarquización de estos temas ni de la forma como se llevaron 
adelante. Realmente tenemos buenas razones para sentimos insatisfechos con esos procesos y ¡vaya 
si hay razones para defender el multilateralismo y otras formas de proceder a nivel internacional! ¡Vaya 
si las hay! Sin embargo, creo que después de manifestar todo eso, desde el punto de vista de la 
racionalidad de la acción pública y habida cuenta de todos los comentarios, corresponde tomar las 
mejores opciones estratégicas para el país y abandonar modalidades y esquemas que en algún 
momento pueden haber sido interpretados como la mejor opción aunque, a nuestro entender, hoy no lo 
son. 


SEÑOR BERGARA.- Simplemente quiero reafirmar lo dicho por el señor Ministro con respecto a qué 
puede estar implicando todo este avance del proyecto de ley, de la firma de los tratados, etcétera. Por 
supuesto, los impactos son muy difíciles de aislar de otras cosas que también están sucediendo en el 
mundo y en la región. Por lo tanto, uno no puede negar el hecho de que la suscripción de estos 
acuerdos puede generar en algunos sectores —y sobre todo cuando, como decía el señor Senador 
Amorín Batlle, hay connotados ex Ministros y ex Presidentes de Bancos Centrales, como el actual 
Director Ejecutivo de la Asociación de Bancos Privados— dudas e incertidumbres que, de alguna 
manera, se trasmiten circunstancialmente al conjunto de los negocios. Obviamente, esa realidad 
también responde a otros factores que interactúan con eso y hacen a las turbulencias que hay en el 
mundo, como la volatilidad en variables fundamentales tales como los tipos de cambio y demás. 
También debemos tener en cuenta las fricciones en el funcionamiento de algunos mercados, en 
particular, el de Argentina, que es con quien estamos hablando del tema del acuerdo. Creo que lo que 
pueda estar sucediendo en alguna línea de negocios en Maldonado y en Punta del Este es fruto de 
múltiples factores, todos muy razonables y explicables, lo que no significa negar algún impacto de los 
que estamos hablando. 


Nosotros tenemos la convicción de que aquí hay una opción estratégica. El Uruguay 
históricamente ha tenido una lógica de inserción externa y el mundo ha cambiado desde la crisis de 
2008 y 2009. Los países desarrollados, que son los que marcan las pautas en estas cosas, han sufrido 
tanto en el terreno financiero como en el real —aun no terminan de recomponer su situación— una crisis 
muy severa que implicó a los Estados volcar sumas infinitas de dinero que, en última instancia, van a 
ser pagadas por sus contribuyentes, además de lo que puedan extraer, por razones financieras, del 
resto del mundo. Cuando los países desarrollados les van a pedir a sus ciudadanos que paguen más 
impuestos, la contracara de eso es que seamos más exigentes en asegurar que los flujos financieros 
no tengan un tinte vinculado con evasiones tributarias, lavado de dinero, etcétera. Por lo tanto, de 2008 
y 2009 para acá, desde la OCDE y desde el G20 ha habido señales y acciones concretas que apuntan 
a focalizar en los temas de transparencia tributaria y de combate al lavado de dinero y al financiamiento 
del terrorismo —y ahora con todo lo nuevo en cuanto a la proliferación de armas de destrucción masiva— 
con mayores estándares que van subiendo todos los días, porque hoy no tenemos las mismas 
exigencias que había hace dos o cuatro años; se trata de algo que se está moviendo. Como decía el 
señor Ministro, no se trata de algo que a nosotros nos consulten y, entonces, el Uruguay tiene una 
opción en ese terreno, que es la de acompasar de alguna manera esas exigencias, lo cual permite 
reforzar una imagen, una reputación y una credibilidad que el país tiene en su institucionalidad, en su 
transparencia y que, por lo tanto, lleva a proteger su clima de inversión. El no hacerlo, por más injusto 
que podamos pensar que sea, va exactamente en la dirección contraria. Quiere decir que el hecho de 
no avanzar en esta línea de mayor transparencia, el no avanzar con acuerdos para evitar la doble 
tributación o para intercambio de información tributaria con Argentina y Brasil —si lo firmamos con doce 
o catorce países deberíamos tener una buena razón para decir que no lo firmamos con Argentina y 
Brasil-, estructuralmente va a perjudicar más el clima de negocios. Ahí sí, va a empezar a sembrar 


tintes de dudas acerca de la transparencia, credibilidad y reputación del Uruguay, de sus instituciones, 
del funcionamiento de su sistema financiero y de su sistema tributario. Entonces, la opción a firmar esto 
no es decir “no lo firmo y todo sigue como está”, sino que es “si no lo firmo, me tengo que hacer 
responsable en los efectos de no avanzar en esta línea de cumplimiento de los requisitos del Foro de 
Transparencia de la OCDE”. Quiere decir que aquí hay una decisión estratégica —tal como decía el 
señor Ministro— y nosotros tenemos la convicción de que la forma de reforzar las mejores tradiciones 
del Uruguay en esto está en avanzar en esta línea y creemos que esa es la tónica general del sistema 
político y de la sociedad uruguaya en general. 


SEÑOR MINISTRO..- Quisiera agregar un aspecto, que es el siguiente. 


Cuando se realiza la evaluación a Uruguay y se señala que tenemos que avanzar en la 
suscripción de acuerdos con países relevantes, uno puede creer que el criterio de relevancia de los 
países está objetivado a través de algún indicador relevante sobre intensidad de comercio o flujos de 
inversiones. En este sentido, quiero dejar bien claro en la Comisión cuál es el concepto que se utiliza 
en el marco de los trabajos del Foro. Un país relevante es un país que solicita a otro cooperación, y el 
rechazo de eso lo convierte en un país no cooperante por decisión política. Por tanto, si ahora que 
nosotros formamos parte del Foro, le pedimos a cualquier país que suscriba el acuerdo y lo rechaza, o 
en caso de que nosotros lo rechacemos, eso nos convierte en país no cooperante. Sinceramente, creo 
que si en el Uruguay ha habido las reacciones que hubo cada vez que se insinúa que estamos en tal o 
cual lista y se arman los debates y opiniones sobre el daño que le hace al país que se mencione que 
forma parte de esa lista, en la actual circunstancia, cuando hay ciento diez países que forman parte del 
Foro, que Uruguay reciba el calificativo de no cooperante es peor que haber formado parte de 
cualquiera de las listas que en algún momento teníamos miedo de ser parte. Entonces, pongamos las 
cosas en su justo término. En este sentido, en el mundo de hoy las reglas de cooperación están 
establecidas y nosotros las hicimos nuestras cuando decidimos formar parte del Foro, nosotros 
abandonamos el no ser participantes de esta experiencia al integrarnos al Foro. Reitero que hay ciento 
diez países que lo integran. Insisto en que cuando un país acepta esto no podemos hablar de 
imposiciones externas, sino de una decisión voluntaria del país de ser parte. Una cosa son todas las 
críticas a cómo se gestó todo esto —que el tema haya cobrado jerarquía y la imposición de los países 
poderosos-, pero cuando uno es parte del Foro, lo es por una decisión soberana de Uruguay. Ahora 
bien; lo hicimos para ser interpretados —en ese gesto y en otros ulteriores- como parte de la 
comunidad que coopera. Si nosotros decidiéramos no transitar este camino, pondríamos en riesgo lo 
que son esos valores y criterios que hacen al reconocimiento internacional que Uruguay se ha ganado 
en buena ley. No podemos no ser cooperantes, esto es peor que haber integrado o integrar en el futuro 
cualquier lista; es la peor lista de la que podemos ser parte en el futuro. 


SEÑOR AMORÍN.- Deseo hacer un breve comentario, señor Presidente, porque el tema de la sesión 
de hoy tiene que ver con el proyecto de ley. 


La discusión se ha vuelto muy interesante. Seguramente sea cierto lo que está ocurriendo en 
Maldonado, Punta del Este, Colonia y en otros lugares donde hay inversiones argentinas importantes; 
eso es multicausal. No tiene que ver solo con la firma del tratado, aunque reconocemos que su firma es 
importante. Me dicen que en Maldonado hay dificultades para pagar los gastos comunes porque los 
argentinos tienen dificultades para moverse debido a los dólares con distinto nombre que están 
manejando. Personalmente, creo que hay muchísimas razones —y no quiero profundizar en la 
discusión— para no firmar tratados con Argentina. Es más, considero que existen muchas razones 
convincentes para no firmar tratados con un país que no cumple con ninguno de los que ya tenemos 
firmados. Argentina no cumple con nada. Un claro ejemplo de eso, el más importante, el más grande 
de todos debe ser el del Mercosur, y Argentina no cumple absolutamente con nada. 


Por supuesto que quienes están en el Gobierno —eso siempre ocurre— están mucho más al 
tanto y conocen cosas que nosotros no. Desconozco qué está pasando con un tratado parecido entre 
Argentina y Brasil, o entre Argentina y Paraguay. El hecho es que Argentina está especialmente 
preocupada por nosotros. Hay ciudadanos de ese país que tienen inversiones en Brasil, seguramente 
mucho más importantes que las que tienen en Uruguay. Y ni que hablar del tratado entre Argentina y 
Estados Unidos. ¿Qué está pasando con ese tratado por el que Argentina está tan preocupada por 
Miami? Me parece que esos son argumentos que tenemos que manejar. 


¿Por qué no hacemos un tratado Mercosur, en el que estén Argentina, Brasil, todos, y no 
mano a mano con cada uno? 


Todos sabemos que gobernar no es algo sencillo, que hay que tomar decisiones complejas y 
que a veces es más fácil criticar que hacer. Pero estas son preguntas que me formulo 
permanentemente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. Están anotados para hacer uso de la palabra los señores Senadores Couriel, 
Baráibar y quien habla. 


SEÑOR COURIEL.- En primer lugar, quiero decir que comparto lo expresado por los invitados. Creo 
que la imagen internacional del país es fundamental y que eso tiene que ver con las instituciones del 
Uruguay. Á su vez, considero que tiene que ver con el sistema político, su estabilidad y su grado de 
civilización, además de todas las variables económicas que siempre se usan para generar este tipo de 
imagen. 


En segundo término, debo manifestar que también comparto la idea de que, sin ninguna 
duda, hay una discusión entre transparencia y opacidad. Yo estoy del lado de la transparencia, de eso 
no hay ninguna duda. Pero debo decir que la opacidad jugó durante mucho tiempo en nuestro país. 


Entiendo que para el mes de julio debería estar firmado, no solo el tratado de intercambio 
con Argentina, sino también el que se firmará con Brasil. Me lo pregunto y parto de la base de que 
como son dos países relevantes, también deberían estar en esa situación. 


El señor Presidente del Banco Central del Uruguay decía que existe lo que yo podría 
denominar “dinamismo de las exigencias”. Las exigencias no son estáticas, sino dinámicas. Considero 
que eso no es bueno; es muy difícil contemplarlo. Me gustaría saber cuáles son las que están 
existiendo en los últimos tiempos, las nuevas, simplemente para poder manejarnos con esta temática. 


En algún momento el señor Ministro de Economía y Finanzas explicitó —creo que fue en el 
Senado en diciembre del año pasado, pero también ha salido en los medios de prensa— que para el 
intercambio con Argentina el Uruguay no iba a retroceder —creo que fue así, estoy recurriendo a mi 
memoria—, por lo menos en tres temas. Uno de ellos era el de agregar la doble imposición, el otro era 
la no retroactividad y el tercero tenía que ver con que no podían venir inspectores del extranjero a 
analizar temas dentro de nuestro país. 


Concretamente, mi pregunta refiere —a efectos de entenderlo mejor y poder contestar cuando 
se me pregunta sobre el tema— a lo expresado por el doctor Ignacio de Posadas con respecto a que no 
hay retroactividad con impuestos, pero puede haber toda la retroactividad necesaria para cualquier 
clase de investigación en el caso de inversiones que se hubiesen hecho en Uruguay. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes de responder a las consultas y consideraciones del señor Senador Couriel, 
quisiera hacer un comentario respecto a cuál era la situación que tenía Argentina en materia de 
tratados. Argentina tiene vigente un tratado con Brasil y otro con Estados Unidos. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Son de doble imposición o solo de intercambio? 


SEÑOR MINISTRO.- En el caso de Brasil es de doble imposición; el tratado con Estados Unidos es de 
intercambio de información porque este país no firma tratados de ese tipo. Es decir que tienen un 
tratado vigente desde hace bastante tiempo. 


Es interesante saber que obtener información sobre estos tratados y sobre cómo funcionan 
no es habitual, por la sencilla razón de que están sujetos a la forma lógica de los secretos tributarios y 


a la discreción con la que operan en estas investigaciones las administraciones tributarias y las 
instituciones competentes de cada uno de los países. Es obvio que así suceda. Por lo tanto, esto no 
está saliendo todos los días en la prensa porque la cooperación tributaria internacional no funciona así. 
Por momentos pareciera que vamos a estar en un permanente agite por la información y los efectos 
que tenga la cooperación tributaria con tal o cual país. En ningún caso eso va a ocurrir porque va a 
estar regido por normas bilaterales y nacionales, además de los protocolos nacionales vigentes en 
nuestro país. 


Por otra parte, me gustaría brindar cierta información en orden de magnitud que quizás 
ayude. Nuestra Dirección General Impositiva realiza, aproximadamente, cerca de 1.500 inspecciones 
por año. Es decir que tiene capacidad para atender todas las inspecciones que se realicen en el país. Y 
cuando se lee sobre lo que pueden llegar a ser las consultas sobre acuerdos tributarios, quedamos 
anonadados al ver que se crea que esas afirmaciones puedan tener algún viso de realidad. ¿Por qué 
digo esto? Porque las capacidades de los países para atender a la cooperación internacional son 
esencialmente —permítanme decirlo- residuales de su actividad doméstica. Esto tiene que quedar 
claro. No es la actividad sustantiva; es algo que hay que asegurar que uno tiene la capacidad de 
cooperar. 


Al respecto, se puede realizar una prueba muy interesante. Si sumamos los años de vigencia 
de los acuerdos de intercambio de información y de doble tributación con intercambio de información 
que tenemos con todos los países, llegamos a 70 u 80. En esa cantidad de años hemos recibido dos 
consultas que se evacuaron rápidamente, sin problemas y sin provocar distorsión alguna en ningún 
ámbito de la economía. Esa es la realidad. Argentina tiene acuerdos con múltiples países y no ha 
distorsionado la operativa de esos convenios con ninguno de esos países. ¡No lo ha hecho! 


Se puede entender, entonces, la incertidumbre que generan los cambios y las 
transformaciones, sobre todo cuando las instituciones de los países que están firmando esos acuerdos 
son tan distintas en su funcionamiento. Se puede entender pero, inmediatamente después de hacerlo, 
se debe contribuir a quitar esa incertidumbre y a tranquilizar a todo el mundo porque nuestras 
instituciones y nuestra realidad son las que asegurarán el buen funcionamiento de todos los tratados 
internacionales que tenemos. 


En el caso de Brasil —contesto la interrogante del señor Senador Couriel—, Uruguay ya está 
en proceso de negociación. Creemos que vamos a estar en condiciones, en tiempo útil para los efectos 
de Foro, de tenerlo firmado. 


SEÑOR COURIEL.- Mi pregunta es si estamos obligados a firmarlo con Brasil porque, si no estoy 
equivocado, el señor Ministro habló de dos países concretos. 


SEÑOR MINISTRO.- Esto está contemplado dentro de las observaciones y recomendaciones a 
Uruguay y están incluidos Argentina y Brasil porque ambos, oportunamente, manifestaron su aspiración 
en ese sentido. Por esa razón es que se nos menciona. Bastaría que Brasil o Argentina disminuyeran 
esa exigencia y dijeran que ahora no les interesa, para que el problema desapareciera con nombre y 
apellido. La cooperación está vinculada a la relevancia que el país asigna a la relación. Argentina y 
Brasil no estarían mencionados si ellos, en su momento, en ocasión de los trabajos del Foro, no se 
hubieran manifestado. La Secretaría Técnica no puede incluir como país relevante a uno que no haya 
dicho: “Yo quiero ser incluido”. Me parece que esto es así porque, de lo contrario, uno podría 
preguntarse con qué criterio se haría esto cuando no existen criterios objetivos; para ello, habría que 
disponer de una lista para verificar y saber qué países son los relevantes. 


Adelantamos que firmaremos el acuerdo porque desde hace tiempo tenemos iniciado un 
proceso. ¡Ojalá podamos terminarlo a la brevedad! Cuando uno tiene una solicitud para avanzar en la 
suscripción de un acuerdo y los trabajos técnicos demuestran que hemos acordado el texto —que, en 
realidad, presenta muchos aspectos comunes con otras iniciativas—, no encuentro la razón para no 
proceder a su firma. Lo que sucede es que tenemos capacidades y tiempos limitados para podernos 
ocupar todo el tiempo en estas cuestiones. Por eso fue que hemos ido avanzando en la medida de 
nuestras posibilidades. 


En el Parlamento existen varios proyectos de acuerdos pendientes de ratificación y 
necesitamos que todos avancen. 


SEÑOR AMORÍN.- Si no firmamos con Brasil antes del mes de julio, ¿tendremos problemas? 


SEÑOR MINISTRO.- Si nos atenemos a las recomendaciones, debemos demostrar avances en ese 
sentido. Ahora bien, si el avance alcanzado satisface a la contraparte, no habrá observación alguna; en 
caso contrario, estaremos en una situación distinta. Esto es inherente al funcionamiento de la 
institucionalidad de la que somos parte, que es el Foro y no la OCDE. Hace instantes hablé de 110 
países cuando, en realidad, debí decir 106 jurisdicciones, que son las que forman parte del Foro. 


En otro orden de cosas, el señor Senador Couriel hizo referencia a la dinámica de las 
exigencias. En ese sentido, hemos asistido a un proceso iniciado antes de 2008  —que se acelera 
durante ese año-, en el que el tema no solo se jerarquiza, sino que adquiere una enorme dinámica en 
el contenido de las exigencias y se estabiliza cuando se instaura el Foro, el que nos ha protegido 
respecto al avance de las exigencias; en la medida en que es una consulta entre pares, esta se realiza 
bajo reglas de pares. Ahí nosotros somos parte del proceso de no evolución de las exigencias y 
durante los trabajos realizados en el Foro no la hemos tenido. Ahora bien, no me animo a negar la 
injerencia política de algunos países en la dinámica de las instituciones internacionales, pero tampoco 
quiero que quede alguna presunción acerca de que estoy considerando esa posibilidad. 


Con respecto a la retroactividad, hay un aspecto que es claro. En el marco de estos tratados 
no nos obligamos a dar información previa a la fecha de entrada en vigencia del acuerdo. Esto es un 
intercambio de información al que uno se obliga a partir de la fecha de entrada en vigencia del acuerdo. 
No existe obligación alguna de aportar información antes de ese momento. Al amparo de ello, no 
tenemos que contar historias patrimoniales de nada ni de nadie, ni tenemos que revelar información 
que no obre en nuestro poder. En el marco del proyecto que estamos analizando, vamos a crear el 
registro. Nosotros no podemos decir cuál es la situación antes de la vigencia de esta ley. Ahora bien, 
después que la información esté podremos decir “aquí está la información”. A nadie le pedimos que nos 
contara la historia patrimonial de todas las empresas que hasta ahora figuraban como acciones al 
portador. No las tenemos y no las vamos a poder reconstruir. Me parece que esas cosas lo único que 
hacen es agregar incertidumbre en un momento que corresponde ayudar a que las cosas se encaucen 
y adquieran el carácter de normalidad propia de un país que dice estar orgulloso de tener una 
institucionalidad firme. Por lo tanto, no puede ser que en un país con una institucionalidad firme, con 
las garantías que da Uruguay, la suscripción de un acuerdo internacional cambie su sistema de 
garantías. Como idea, me parece tremendamente extraña. No hay, no ha habido y no habrá ningún 
acuerdo. Nosotros vamos a cumplir con nuestras obligaciones; los incumplimientos de otros a nosotros 
no nos alientan a incumplir con nuestros deberes. Esto es esencial; queremos que todas las 
distorsiones y los efectos negativos que tienen las políticas en Argentina y sus incumplimientos en el 
marco del Mercosur desparezcan. Eso es lo que queremos, pero no por eso vamos a estar razonando 
con medidas o actitudes espejo o réplicas de institucionalidades que no son las nuestras. La reputación 
de Uruguay está por encima de cualquiera de estas consideraciones y preservarla hoy es más 
importante que nunca porque tenemos que demostrar que nuestras instituciones, nuestro orden jurídico 
y el funcionamiento del sistema político, en su conjunto, aseguran que el país sea un ejemplo para los 
uruguayos, un orgullo por su respetabilidad internacional. Eso es así. En última instancia, me parece 
que este es el contenido que tiene que preservarse, adhiriendo o no a las opciones, participando o no 
de las soluciones concretas. La forma en que ayudemos a que esta institucionalidad sea ratificada es 
tremendamente importante en las actuales circunstancias. Ya hay bastante incertidumbre en el mundo 
y en la región, así como numerosos efectos externos, para que encima agreguemos nuestra propia 
generación de incertidumbres. Me parece que en las actuales circunstancias este es el camino 
incorrecto. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quiero hacer una pregunta. Hace un momento el señor Ministro hizo referencia 
a que, en poco tiempo, se piensa enviar el tratado para evitar la doble tributación e intercambio de 
información con Argentina, y me parece que, de acuerdo con el procedimiento, este debe ser enviado 
por el Ministerio de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR MINISTRO.- Este tratado está firmado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministerio 
de Economía y Finanzas y fue enviado por el Poder Ejecutivo al Parlamento. Pienso que estará 
llegando a principios de la semana próxima. 


SEÑOR BARAÍBAR.- Además, el señor Ministro hizo referencia a que hay algunos tratados para evitar 
la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de impuestos, que están a estudio de la 
Comisión de Asuntos Internacionales. Tengo a mi cargo cuatro proyectos para realizar el informe y 
hace bastante tiempo que están prontos pero nos llegó uno para realizar con la República Portuguesa, 
que viene de la Cámara de Representantes que en su proyecto de resolución agregó la expresión *y 
su Protocolo”. La redacción definitiva dice: “Apruébanse el Convenio entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Portuguesa para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en 
materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y su Protocolo, firmados en Estoril, el 30 de 
noviembre de 2009”. Entonces, en la Comisión de Asuntos Internacionales se planteó una interrogante 
porque antes ya habíamos aprobado ese tratado con la República Portuguesa, con el Mensaje del 
Poder Ejecutivo que no incluía el protocolo y no hacía la referencia, pero la Cámara de Representantes 
nos pide que incorporemos ese protocolo. Frente a esa situación, es decir, el hecho de que estos tres 
proyectos de ley habían ingresado al Senado y debían ser considerados, cuando surgió esta 
incertidumbre solicitamos que volvieran a la Comisión de Asuntos Internacionales e hicimos una 
consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores. Esta Cartera nos informó que una vez consultada la 
Dirección de Tratados, se entendió que las leyes que aprueban los convenios para evitar la doble 
tributación y sus protocolos que están a estudio del Parlamento —es decir, con India, Italia, España y 
Portugal-, deben hacer constar que su artículo respectivo se aprueba en dichos convenios y sus 
protocolos respectivos. Sin embargo, el proyecto de resolución que envió el Poder Ejecutivo no lo 
incluía y, entonces, ¿cuál es el criterio que prevalece? Nosotros hicimos una consulta al Ministerio de 
Relaciones Exteriores y pensábamos que íbamos a tener la respuesta para hoy, ya que en la tarde 
sesiona la Comisión de Asuntos Internacionales, a la hora 17. De todos modos, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores nos dijo que en el orden interno de esa Cartera el asunto no se resolvería en la 
Dirección de Asuntos Institucionales sino en otra dependencia y que esta última no estaba en 
condiciones de concurrir a la sesión de la Comisión del día de hoy. Por lo tanto, este tema se va a 
diferir por unos días. 


Voy a entregar a los representantes del Ministerio todos los antecedentes, la exposición que 
hicimos, los tratados que se están considerando y una proposición que hemos formulado en la 
Comisión. Respecto a esto último, aclaro que queremos saber si contamos con el acuerdo de la 
Comisión, del Ministerio de Relaciones Exteriores y, en este caso, también del Ministerio de Economía 
y Finanzas. En consecuencia, voy a entregar al señor Ministro estos antecedentes para que cuando 
llegue el proyecto con Argentina conozca el criterio que la Comisión de Asuntos Internacionales de la 
Cámara de Senadores acordó previamente con la Cámara de Representantes, con el Ministerio de 
Relaciones Exteriores —en este caso también habría que hacerlo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas-— y con Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto no significa que tengamos la intención de invadir la competencia de la 
Comisión de Asuntos Internacionales. 


La gentileza de ceder el uso de la palabra a todos me ha dejado prácticamente sin quórum, 
pero eso no impide que traslade al señor Ministro, en lo personal y seguramente también en nombre de 
mi colectividad política, algunas reflexiones sobre este tema que considero importantes, sobre todo a la 
luz de algunos planteamientos que se han realizado en el transcurso del debate. 


Considero que caeríamos en una discusión política que hoy no tendría mayor objeto, si nos 
pusiéramos a analizar cuáles son las causas que determinaron que hoy en el mercado se esté dando 
cierta paralización de la actividad como consecuencia de distintos factores. De todos modos, considero 
que podría motivar al Gobierno a reflexionar —y, por supuesto, a todos nosotros— el averiguar de qué 
forma podemos ayudar a que no se dé una circunstancia de estas características. Creo que esto es un 
dato de la realidad porque en el transcurso de estos días, en nuestro partido —quizás a las autoridades 
les sucedió otro tanto- hemos recibido planteamientos permanentes de parte de distintos agentes 
económicos como, por ejemplo, del sector inmobiliario y del turismo, que consideran que una serie de 
hechos que se vienen dando a nivel del relacionamiento con otros países, en especial con la República 
Argentina, ha producido un impacto negativo circunstancial. Se anuncia por parte del Presidente de la 


República la firma del Tratado con Argentina y, en lo personal, comparto lo expresado por el señor 
Presidente del Banco Central cuando pregunta qué elementos tendríamos para negarnos a firmar uno 
con Argentina o Brasil, cuando ya hemos firmado tratados con otros países. Sin embargo, el 
Presidente del Banco Central estará de acuerdo conmigo en que con Argentina, Brasil y los demás 
países del mundo existen oportunidades y que puede haber razones no de fondo pero sí de 
oportunidad que demuestren que con esto se produce un enlentecimiento. En un momento, el propio 
Presidente de la República dijo que había guardado en un cajón el Tratado con la República Argentina. 
¿Por qué a los agentes económicos les genera tanta preocupación lo que está sucediendo en el 
relacionamiento con la República Argentina? Porque cortaron los puentes, porque el turismo se ha visto 
afectado por las medidas vinculadas, por ejemplo, con el tema del dólar, que repercute directamente en 
el Uruguay; porque el ex Presidente de Francia hizo una declaración que nos golpeó duramente y 
autoridades del propio Gobierno argentino terminaron reconociendo que habían incidido para que el 
Presidente francés dijera lo que dijo sobre el Uruguay; porque en el momento en que se decide llevar 
adelante el tratado coincide con la decisión que toma el Gobierno argentino acerca de Repsol, que será 
legítima o no, pero mucha gente interpreta que, con razón o sin ella, el Gobierno no cumple con sus 
obligaciones. En alguna oportunidad —cuando ocurrió lo de Repsol-, yo mismo he dicho, señor 
Ministro, que el Tratado de Protección Recíproca de Inversiones entre la República Argentina y el 
Reino de España, en el artículo 5% prevé expresamente la posibilidad de nacionalización o 
expropiación de las empresas. Nada impide que se genere esa suerte de incertidumbre. 


Felizmente vivimos en una sociedad democrática y, en consecuencia, cuando se están por 
celebrar tratados o aprobar leyes creo que es bueno que se genere un foro de discusión en donde los 
distintos actores expresen su opinión. No me parece justo atribuir responsabilidad a quien opina en esa 
circunstancia, porque no tenemos el contexto de lo que se expresó en aquel momento. Además, 
entiendo que debemos defender la libertad de expresión porque —y digo esto expresamente y lo 
subrayo— no tengo ninguna duda de que cuando el equipo económico sale a negociar tratados o trae 
iniciativas para la aprobación de proyectos de ley de esta naturaleza, defiende los intereses del país. 
¿Cómo se me puede ocurrir que el señor Ministro de Economía y Finanzas o quienes están aquí 
sentados representando al equipo económico están propiciando una ley que va a dañar los intereses 
del país? Pero también de la misma manera creo que quienes opinan en esos foros, al igual que el 
Ministerio de Economía y Finanzas, en el acierto o en el error tanto en las cuestiones de fondo como 
en las de oportunidad, también están defendiendo los intereses del país porque todos los partidos 
políticos que integramos este Parlamento hemos hecho historia en ese sentido. 


Con ese propósito, el Gobierno necesita aprobar sus proyectos de ley y los tratados dentro de 
determinadas fechas. Quizás sea demasiada la urgencia como para pensar en el mes de julio, pero si 
le va a hacer bien al país presentarse en el Foro y decir que hemos avanzado en esta materia, 
bienvenido sea. 


Como contrapartida, quiero dejar sentado que no será esta la última comparecencia del 
equipo económico en la Comisión para tratar este proyecto de ley. Veremos si antes de una próxima 
visita se pueden generar algunas instancias de intercambio —en la forma que sea—, de manera tal de 
enviar señales de interpretación claras del alcance de las leyes, de los proyectos de ley, de los tratados 
o de aquellos cuyas iniciativas todavía no han sido aprobadas, que despejen la confusión, 
preocupación y estado de alarma que lamentablemente vivimos actualmente. Por supuesto, comparto 
que esto puede ser circunstancial porque el día de mañana, cuando se apruebe este proyecto de ley, 
quizá se demuestre lo contrario. Lo cierto es que hoy estamos viviendo esta situación; se me ocurre 
que quizás sea porque se modifica algún aspecto del proyecto de ley o porque se aclara 
debidamente su alcance con los actores correspondientes —cabe acotar que algunos de ellos ya han 
pedido una entrevista con la Comisión—, pero tal vez podamos emitir alguna señal que supere esa 
circunstancia de preocupación. Veremos si se puede avanzar en ese sentido; ya hemos conversado 
algo con el señor Ministro y algunos de sus asesores antes de comenzar esta sesión. 


Por último —aunque sé que no es un tema principal, quiero decir que, en principio, no soy 
partidario de introducir ese nuevo elemento de eliminar a futuro las sociedades. Me parece —es una 
opinión personal- que no va a pasar mucho tiempo antes de que los países más poderosos del mundo 
cambien nuevamente su posición respecto a las sociedades anónimas. Además, entiendo que si lo 
hiciéramos estaríamos elevando el valor de esas cincuenta u ochenta mil sociedades que hoy están 
creadas, habilitadas, pero inactivas. En todo caso, podríamos pensarlo para otra oportunidad, porque 


quizá esta no sea la circunstancia más precisa, pero ese es un tema menor; sé que el señor Ministro 
tampoco venía con ese ánimo porque fue algo que surgió en el transcurso de la conversación. 


SEÑOR MINISTRO.- La actitud con que encaramos el proceso de tratamiento del proyecto de ley por 
parte del Senado es idéntica a la que aplicamos habitualmente. Estamos convencidos de que la 
instancia del tratamiento parlamentario mejora las iniciativas originales. Lo tratado y aprobado en la 
Cámara de Representantes es un claro ejemplo: el proyecto de ley ha mejorado y se ha corregido en 
muchos aspectos. Desde ya adelantamos que estamos dispuestos a colaborar con los señores 
Senadores en lo que refiere a realizar los ajustes que se entiendan convenientes. 


Estamos convencidos de que este tipo de normas —lo ratificamos en cada oportunidad que 
comparecemos públicamente, en el Senado en este caso—, de acciones que tienen tanto que ver con 
opciones muy relevantes para el futuro del país, necesitan de amplios consensos, que necesariamente 
parten de las posiciones y opiniones divergentes que puede haber sobre los diversos temas y de las 
circunstancias que motivan las argumentaciones. En este momento nuestro trabajo está orientado a 
ayudar a que estas normas sean comprendidas en su alcance, en su contenido y permitan disipar 
incertidumbres. Ese es el trabajo al que estamos abocados ahora y toda instancia e instrumento que se 
utilice para ayudar a ese objetivo, lo consideramos bienvenido. Esto es parte de la fortaleza del llamado 
sistema institucional, es decir, que las cosas ocurran de determinada manera. Las formas importan 
mucho; de nuestra parte siempre habrá una actitud de cooperación y colaboración. La propuesta o la 
mención, que hicimos expresa, de contemplar una alternativa como la que sugeríamos es para acercar 
posiciones respecto a lo que habíamos constatado que había ocurrido en el tratamiento del proyecto de 
ley en la Cámara de Representantes. Allí sucedió algo muy curioso, porque partíamos de la 
interpretación de que con los ajustes que se estaban acordando en lo previo a la presentación del 
proyecto de ley en el Parlamento y durante su tratamiento se iba a conseguir una base de comprensión 
y de acuerdo. Sin embargo, en determinado momento se planteó una solución inspirada en la misma 
preocupación, que pretende cumplir con objetivos iguales, es decir, eliminar de hecho las acciones al 
portador. 


Dijimos que el cambio era demasiado apresurado o radical, pero que si se quería emitir una 
señal en ese sentido para acercar posiciones, estábamos dispuestos a contemplarla en aras de actuar 
con la actitud y el talante de conseguir acuerdos amplios —lo que es muy importante— sobre normativas 
en las que, además de cumplir con requisitos internacionales, digamos cómo se procede 
institucionalmente en Uruguay. 


Voy a rescatar algo muy importante. En el desacuerdo de los sectores de la oposición en la 
Cámara de Diputados hubo algo muy importante: acordar en los objetivos y en los fundamentos, 
porque las dos alternativas —tanto la que viene de la Cámara de Diputados, como el proyecto 
alternativo— tenían el mismo fundamento y motivación. El hecho de creer que uno es más conveniente 
que otro, no obsta a pensar que fue inspirado aceptando la necesidad de avanzar en esa línea. En 
aras de que, además de expresar los mismos fundamentos e intenciones, se pueda consensuar o 
ampliar la base de apoyo del proyecto de ley, estamos dispuestos a trabajar. Desde ya, aclaramos que 
los profesionales del Ministerio que tienen más experiencia quedan a disposición de la Comisión para 
llevar adelante el trabajo que se entienda conveniente. 


SEÑOR BERGARA.- Quisiera hacer una brevísima referencia a partir de lo planteado por el señor 
Presidente de esta Comisión. 


En general, me complace compartir buena parte del planteo y el hecho de fondo sobre por 
qué, en última instancia, el país tiene que insertarse en las reglas del mundo de hoy. El tratado con 
Argentina es parte de esa realidad. Quizás su duda viene por el lado de la oportunidad. Por supuesto, 
hay que hacer evaluaciones en ese sentido. Simplemente quería dejar en claro que para la evaluación 
de la oportunidad que hacemos, tenemos en cuenta un elemento muy importante: la convicción, el 
convencimiento de que es beneficioso para el país pasar de la Fase 1 a la 2 en lo que hace a los 
requisitos referidos al Foro Global de Transparencia e Intercambio de Información en materia tributaria. 
Ese es un elemento de oportunidad sustancial —podrá ser discutible porque puede haber distintas 
opiniones—, que ha pesado mucho para definir que esta es la instancia para avanzar en esa línea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que coincidimos en que para aliviar ese clima de preocupación existente, 
no habría mejor señal que aprobar un proyecto de ley con un consenso mayor que el alcanzado en la 
Cámara de Diputados. Ahora tendremos que ver si podremos lograrlo en las próximas semanas. 


Agradecemos al señor Ministro de Economía y Finanzas, al Presidente del Banco Central del 
Uruguay y a la delegación que los acompaña por los aportes realizados. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 13 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


